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Asunto: 
Declara nulidad por pretermitir la instancia
TRIBUNAL SUPERIOR
DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN

-SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL-

Medellín, cinco (05) de octubre del dos mil veintiuno (2021).
No es posible avocar de fondo el recurso de apelación interpuesto por el curador ad litem en contra de la sentencia anticipada proferida por el juez a quo dentro del proceso verbal promovido por el Banco de Occidente S.A., en contra de la sociedad R3 Protect S.A.S. y Juan Carlos Portilla Bahamón, debido a que se advierte que en el trámite de la primera instancia se ha irrumpido en una causal de nulidad que afecta lo hasta aquí actuado.
I. ANTECEDENTES.

1. Pretensiones. La entidad financiera Banco de Occidente S.A., a través de apoderada judicial, presentó demanda ejecutiva en contra de la sociedad R3 Protect S.A.S., representada legalmente por el señor Carlos Portilla Bahamón y en calidad de persona natural el señor Juan Carlos Portilla Bahamón, solicitando librar mandamiento de pago en contra de estos últimos, por valor de $238.668.870.69, conforme los valores discriminados en la demanda, representado en el pagaré sin número, suscrito por los demandados el 28 de abril de 2015, para ser cancelados el 19 de septiembre de 2017, solicitó además, extender la orden de pago a los intereses moratorios que se causaran a partir del día 20 de septiembre de 2017 hasta que se pague totalmente la obligación, a la tasa máxima legalmente permitida por la Superintendencia Financiera de Colombia.  
2. Fundamentos de hecho. Como sustento fáctico de la solicitud de apremio, narró la apoderada del demandante:
2.1. Que los demandados se obligaron con la entidad demandante a pagar las siguientes sumas de dinero: Por capital: $210.430.599; intereses remuneratorios la suma de $4.108.171.14, causados desde el 23 de marzo de 2017 hasta el 19 de septiembre de 2017; por intereses moratorios en la suma de 24.130.099.80.
2.2. Que se trata de una obligación clara, expresa y actualmente exigible, que los otorgantes como parte principal en el título valor referido están obligados al pago y no la han hecho. 
3. La demanda correspondió por reparto al Juzgado Primero Civil del Circuito de Medellín, despacho que, mediante auto calendado el 23 de febrero de 2018, procedió a librar mandamiento de pago en los términos solicitados.
3.1. Dicha providencia fue notificada a los demandados a través de curador ad litem, tras autorizarse su emplazamiento por el juzgado de instancia. Dentro del término del traslado, el togado agraciado con la designación indicó que no eran ciertas las sumas cobradas en el pagaré, pues, en su sentir, el título valor aportado no cumplía con los requisitos exigidos en el Código de Co., a saber: de acuerdo a la literalidad del título la obligación no es clara, pues la obligación que aparece en el pagaré no está acorde con lo narrado en el hecho primero, ya que en este hecho el demandante divide la misma a su libre albedrio, sin ningún soporte que sustente cada uno de los ítems en que ha dividido la obligación. 
Por ahí mismo, formuló las excepciones que se dio en llamar: (i) inexigibilidad del título. La hizo consistir en que “…en este caso el título valor aparece como obligación que los demandados adeudan la suma de $238.668.870.69 y dentro de las pretensiones piden se libre mandamiento de pago por dicha suma y luego establecen porqué conceptos: capital $210.430.599.75, suma que no aparece en el título y tampoco documento que soporte la misma, intereses remuneratorios (de plazo) tampoco aparecen pactados en el titulo valor, los cuantifica unilateralmente y dice cuál es el periodo adeudado y no aparece en el título, ni tiene soporte alguno. Y fija como intereses moratorios del periodo abril 25 de 2017 hasta septiembre de 2017, tampoco consta en el título valor esta suma ni tampoco desde cuando está en mora, además no presenta ningún soporte de que los adeuda desde y hasta la fecha que señala, pues si analizamos el título valor se dice que la suma de $238.668.870.69 debió ser pagada el día 19 de septiembre de 2017, entonces porque se dice que está en mora desde abril 25 de 2017. 
Agregó que “…Es por ello que el titulo valor no contiene una obligación clara y expresa y al faltar al menos uno de los requisitos exigidos en la normativa (y en el presente caso faltan dos), dicho título NO PRESTA MERITO EJECUTIVO, por Io tanto hay inexigibilidad de la obligación contenida en el título valor…”
Seguidamente formuló la excepción que denominó ii) alteración del título. Fundamentada en que “…en nuestro medio, es una costumbre mercantil (un hecho notorio) de que las entidades crediticias, al momento de celebrar un contrato de mutuo, Io hacen a determinados plazos y para soportar las obligaciones, solicitan al deudor firmar un pagare en blanco y establecen clausulas aceleratoría y en el caso que nos ocupa tenemos Io siguiente: Que el pagare es claro que sobre el capital se reconocerán intereses moratorios, pero en el titulo no aparece capital, aparece la sumatoria según la parte demandante (capital, intereses remuneratorios, intereses moratorios) y tal como Io dice en las instrucciones y el mismo pagare, debe determinarse cuanto es el capital (debe aparecer expreso el valor) y no es así.
Añadiendo que “…Es por ello que dicho título valor no fue llenado conforme a las instrucciones, por Io tanto se da una alteración del título, Io que configura una alteración del título y da lugar a la inexistencia de título ejecutivo…”
4. La sentencia apelada.  El juez a-quo, profirió fallo anticipado el pasado 23 de octubre de 2020, con fundamento en la causal prevista en el artículo 278.2 “cuando no hubiere pruebas por practicar”. Así, tras reseñar los antecedentes, el petitum, y las excepciones propuestas, concluyó la ausencia de análisis de esos medios defensivos, debido a que se dirigían a controvertir los requisitos formales del título, los cuales no fueron discutidos mediante el recurso de reposición conforme lo ordena el artículo 430 del C. G. del P., advirtiendo, entonces, que esa era la “…la razón para que las excepciones no prosperen teniendo en cuenta la claridad con la que está concebido el inciso segundo del artículo 430 del Código General del Proceso…”.
A lo cual concluyó: “…En este caso lo determinado para proferir el mandamiento de pago fue precisamente la existencia de obligación expresa, clara y exigible a favor de la parte demandante y, a cargo de la parte demandada, decisión que quedó en firme porque contra ella no se interpuso el recurso de reposición por lo que la inexigibilidad del título valor o la alteración del mismo es algo que ya no admite controversia, algo que el juez ya no puede declarar, algo que no se puede reconocer en esta sentencia…”

5. La alzada. Contra lo decidido se alzó la parte demandada representada por curador ad litem, arguyendo, en síntesis, que las excepciones propuestas van dirigidas a  indicar que no aparece por parte alguna en el pagaré la discriminación de lo solicitado en el mandamiento de pago, advierte que los intereses de plazo deben estar expresamente pactados, al igual que los moratorios y, en este caso, por parte alguna dice la ley, que le corresponde al acreedor a su libre albedrio determinar y cuantificar los intereses de plazo, pues debe haber un soporte de los mismos. 

Dice el recurrente que, es por ello que el título valor presentado como soporte de la obligación no presta mérito ejecutivo, que es diferente a decir que el título valor no cumple con los requisitos de ley. 
Agregó que, el no prestar mérito ejecutivo en el caso que nos ocupa, da lugar a que se dé una ALTERACION DEL TITULO, pues es claro que, para el 28 de abril de 2015, la obligación no es la que aparece en el pagaré anexo al proceso, pues cómo hace una persona para determinar cuáles son los intereses de plazo que va a adeudar y cuáles los de mora. 
II. CONSIDERACIONES.
1. Tal como se dijo en párrafos precedentes, no es viable dictar el fallo en segunda instancia por encontrar configurada una causal de nulidad que afecta lo actuado ante el señor Juez Primero Civil del Circuito de Medellín, por una falta motivación en la sentencia, lo que conduce a que si en segunda instancia el tribunal simplemente asume que sí debían resolverse las excepciones de fondo, precisamente para que la sentencia apareciera como una verdadera sentencia de excepciones y que no como un auto que ordena seguir adelante la ejecución, como parece ser lo que ocurrió materialmente, luego entonces, se correría el riesgo de violar el debido proceso y derecho de defensa y contradicción de las partes, lo que conduciría a una nulidad por pretermisión íntegra de la segunda la instancia, puesto que, como el juez no se ocupó de las excepciones, debiendo hacerlo, es por lo que si se decide hacerlo ahora el Tribunal, entonces, contra esa nueva sentencia que sería sorpresiva para las partes, ya no cabría el recurso de apelación y por eso es que no es posible proferir sentencia de segundo grado y se impone decretar la nulidad. Veamos los argumentos que sostienen esta delicada conclusión:
2. El fundamento de la decisión anticipada del señor juez de la primera instancia, es que no existía la necesidad de analizar las excepciones formuladas por el curador ad litem, como quiera que esos medios de defensa tienen relación con requisitos formales del título: “…que bien pueden denominarse DE ESPECIFICIDAD que, por tal razón, debieron discutirse mediante el recurso de reposición… por lo que la inexigibilidad del título valor o la alteración del mismo es algo que ya no admite controversia, algo que el juez ya no puede declarar, algo que no se puede reconocer en esta sentencia…” -se resalta-.
4. De allí se deriva la nulidad que decretará esta Sala del Tribunal. Pues, la profundidad litigiosa de este caso, conlleva a que, de entrada, el Tribunal encuentre que es inaceptable jurídicamente el entendido que al asunto sometido a su conocimiento le imprimió el dispensador de justicia, pues las excepciones formuladas por el curador ad litem de la parte demandada, en la forma en que vienen estructuradas, claramente rebaten el mérito del pagaré que aquí se pretende ejecutar, en el sentido que la entidad financiera ejecutante diligenció de manera arbitraria los espacios en blanco, dejados en el pagaré presentado para el cobro, en sentir entonces del defensor de oficio, el proceso carece de prueba suficiente de la cifra final, tanto de capital como de intereses de mora y de plazo, que presenta el Banco en el pagaré, hechos que estructuran un incumplimiento de las instrucciones estrictas dadas al Banco de Occidente S.A. por el deudor para llenar el título, merced a que fue alterado.
El anterior medio defensivo, sin necesidad de ir muy lejos para no pisar terrenos que corresponden al juicio del sentenciador, es un hecho impeditivo o modificativo de la pretensión que el propio legislador consagró en el artículo 784.5 del Estatuto de los comerciantes, para, eventualmente, enervar el ejercicio del respectivo derecho cambiario presentado para el cobro. De ahí que, los senderos del litigio, por fuerza de esa gestión defensiva, debían ir orientados a dilucidar principalmente este aspecto, esto es, resolver y considerar si efectivamente existió un inadecuado diligenciamiento de los espacios en blanco del pagaré.
4.1. En efecto, los requisitos de fondo hacen alusión a que el título obedezca a una relación real y seria, o que no existe ningún hecho impeditivo de la acción o del surgimiento del derecho cambiario, los cuales, a más que fueron alegados como excepciones, siguiendo las formas procedimentales que para este caso prevé la ley, también, podrían ser apreciables de la revisión del título y, contrario a lo que dedujo el juez a quo, el reclamo del demandante no estaba volcado sobre falta de requisitos formales, que a la postre, también está obligado el juez abordar ex oficio en la sentencia. 

5. En respaldo del anterior juicio, es preciso memorar que la H. Corte Suprema en Tutela STC 3298 del 14 de marzo del 2019 en su Sala de Casación Civil destacó: “…la pertinencia y necesidad de examinar los títulos ejecutivos en los fallos, incluidos los de segundo grado, pues, se memora, los jueces tienen dentro de sus deberes, escrutar los presupuestos de los documentos ejecutivos, “potestad-deber” que se extrae no sólo del antiguo Estatuto Procesal Civil, sino de lo consignado en el actual Código General del Proceso…”:  
5.1. Advirtió entonces el Alto Corporado en la tutela ya relacionada que:

“(…) [R]elativamente a específicos asuntos como el auscultado, al contrario de lo argüido por la (…) quejosa, sí es dable a los juzgadores bajo la égida del Código de Procedimiento Civil, y así también de acuerdo con el Código General del Proceso, volver, ex officio, sobre la revisión del «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia (…)”.

“(…)”.

“Y es que sobre el particular de la revisión oficiosa del título ejecutivo esta Sala precisó, en CSJ STC18432-2016, 15 dic. 2016, rad. 2016-00440-01, lo siguiente: “Los funcionarios judiciales han de vigilar que al interior de las actuaciones procesales perennemente se denote que los diversos litigios, teleológicamente, lo que buscan es dar prevalencia al derecho sustancial que en cada caso se disputa (artículos 228 de la Constitución Política y 11 del Código General del Proceso); por supuesto, ello comporta que a los juzgadores, como directores del proceso, legalmente les asiste toda una serie de potestades, aun oficiosas, para que las actuaciones que emprendan atiendan la anotada finalidad, mismas que corresponde observarlas desde la panorámica propia de la estructura que constituye el sistema jurídico, mas no desde la óptica restricta derivada de interpretar y aplicar cada aparte del articulado de manera aislada (…)”.

De ese modo las cosas, todo juzgador, no cabe duda, está habilitado para volver a estudiar, incluso ex officio y sin límite en cuanto atañe con ese preciso tópico, el título que se presenta como soporte del recaudo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto al analizar, por vía de impugnación, la orden de apremio impartida cuando la misma es de ese modo rebatida, como también a la hora de emitir el fallo con que finiquite lo atañedero con ese escrutinio judicial, en tanto que ese es el primer aspecto relativamente al cual se ha de pronunciar la jurisdicción, ya sea a través del juez a quo, ora por el ad quem (…)”.

“Y es que, como la jurisprudencia de esta Sala lo pregonó en plurales oportunidades relativamente a lo al efecto demarcado por el Código de Procedimiento Civil, lo cual ahora también hace en punto de las reglas del Código General del Proceso, para así reiterar ello de cara al nuevo ordenamiento civil adjetivo, ese proceder es del todo garantista de los derechos sustanciales de las partes trabadas en contienda, por lo que no meramente se erige como una potestad de los jueces, sino más bien se convierte en un «deber» para que se logre «la igualdad real de las partes» (artículos 4º y 42-2º del Código General del Proceso) y «la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial» (artículo 11º ibidem) (…)”.

“Ese entendido hace arribar a la convicción de que el fallador mal puede ser un convidado de piedra del litigio, sino que, en cambio, antes que otra cosa, tiene que erigirse dentro del juicio en un defensor del bien superior de la impartición de justicia material. Por tanto, así la cita jurisprudencial que a continuación se transcribe haya sido proferida bajo el derogado Código de Procedimiento Civil, la misma cobra plena vitalidad para predicar que del mismo modo, bajo la vigencia del Código General del Proceso: [T]odo juzgador, sin hesitación alguna, […] sí está habilitado para estudiar, aun oficiosamente, el título que se presenta como soporte del pretenso recaudo ejecutivo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto al analizar, por vía de impugnación, la orden de apremio dictada cuando la misma es rebatida, y ello indistintamente del preciso trasfondo del reproche que haya sido efectuado e incluso en los eventos en que las connotaciones jurídicas de aquel no fueron cuestionadas, como también a la hora de emitir el fallo de fondo con que finiquite lo atañedero con ese escrutinio judicial, en tanto que tal es el primer tópico relativamente al cual se ha de pronunciar a fin de depurar el litigio de cualesquiera irregularidad sin que por ende se pueda pregonar extralimitación o desafuero en sus funciones, máxime cuando el proceso perennemente ha de darle prevalencia al derecho sustancial (artículo 228 Superior) (…)”.

“(…)”.

“En conclusión, la hermenéutica que ha de dársele al canon 430 del Código General del Proceso no excluye la «potestad-deber» que tienen los operadores judiciales de revisar «de oficio» el «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia, ya sea esta de única, primera o segunda instancia (…), dado que, como se precisó en CSJ STC 8 nov. 2012, rad. 2012-02414-00, «en los procesos ejecutivos es deber del juez revisar los términos interlocutorios del mandamiento de pago, en orden a verificar que a pesar de haberse proferido, realmente se estructura el título ejecutivo (…) Sobre esta temática, la Sala ha indicado que “la orden de impulsar la ejecución, objeto de las sentencias que se profieran en los procesos ejecutivos, implica el previo y necesario análisis de las condiciones que le dan eficacia al título ejecutivo, sin que en tal caso se encuentre el fallador limitado por el mandamiento de pago proferido al comienzo de la actuación procesal (…)”.

“De modo que la revisión del título ejecutivo por parte del juez, para que tal se ajuste al canon 422 del Código General del Proceso, debe ser preliminar al emitirse la orden de apremio y también en la sentencia que, con posterioridad, decida sobre la litis, inclusive de forma oficiosa (…)”.

“Y es que, valga precisarlo, el legislador lo que contempló en el inciso segundo del artículo 430 del Código General del Proceso fue que la parte ejecutada no podía promover defensa respecto del título ejecutivo sino por la vía de la reposición contra el mandamiento de pago, cerrándole a ésta puertas a cualquier intento ulterior de que ello se ventile a través de excepciones de fondo, en aras de propender por la economía procesal, entendido tal que lejos está de erigirse en la prohibición que incorrectamente vislumbró el tribunal constitucional a quo, de que el juzgador natural no podía, motu proprio y con base en las facultades de dirección del proceso de que está dotado, volver a revisar, según le atañe, aquel a la hora de dictar el fallo de instancia; otro entendido de ese precepto sería colegir inadmisiblemente que el creador de la ley lo que adoptó fue la ilógica regla de que de haberse dado el caso de librarse orden de apremio con alguna incorrección, ello no podía ser enmendado en manera alguna, razonamiento que es atentatorio de la primacía del derecho sustancial sobre las ritualidades que es postulado constitucional y que, por ende, no encuentra ubicación en la estructura del ordenamiento jurídico al efecto constituido (…).

5.2. En consecuencia, irrefragable es que la puntualizada norma otorga al Juez cognoscente la potestad oficiosa de estudiar todo lo concerniente a las requisitorias que conforme a la ley debe reunir el documento que la parte demandante aduzca como título compulsivo, sea que la parte demandada formule o no una excepción en tal sentido, aunque aquí se formuló dicha gestión defensiva y que no propiamente por ausencia de requisitos formales del título valor, sino que se le atacó por adolecer de un defecto sustancial, como que se violó la carta de instrucciones, etcétera, mismo hecho que se salía de lo meramente formal para pasar a estudiar el fondo de las excepciones. Es decir, el control oficioso del Juez debió ser prevalente y omnímodo, como quiera que tiende a que se garantice y preserve, ni más ni menos, el principio de legalidad, uno de los pilares de nuestro estado social de derecho y que integra la noción integral del debido proceso como derecho fundamental.
5.3. Significa, entonces, que el funcionario judicial debió acometer nuevamente en la sentencia el análisis del documento que la parte actora allega a modo de título ejecutivo, para después de ese reexamen determinar si colmaba o no los presupuestos concurrentes que lo estructuran, que es lo que discute el demandado y, además, abordar de fondo la resolución de las excepciones para que formal y materialmente parezca una sentencia de excepciones anticipada y que no un simple auto de seguir adelante con la ejecución, como finalmente quedó. 
De ahí que, si el resultado de esa labor conducía a establecer que las exigencias en comento no se cumplen, era imperiosa, aún de oficio, la revocatoria del mandamiento de pago, así se halle ejecutoriado, sin que con ello asuma la defensa oficiosa de la parte ejecutada; porque de tal forma se evita que un eventual desacierto cometido en el pasado se mantenga y se convierta, que sería mucho más grave, en fuente de nuevos errores, que se generarían si ese punto no se superara y en contrario se ordenara seguir adelante la ejecución.
5.4. Conforme lo anterior, observa esta sala del Tribunal que, al dictar el proveído objeto de impugnación, el Juez a quo transgredió los derechos de la parte demandada, debido a que no hubo pronunciamiento frente a la gestión defensiva invocada, lo que, además, constituye una irregularidad motivacional en su función juzgadora. 
6. A lo anterior hay que sumar que si bien es cierto que el Código General del Proceso no cercenó la posibilidad de que el litigio se terminase de manera anticipada, ha de verse cómo, si bien está pensado sobre la base del sistema por audiencias u oral, no obstante, la sentencia puede proferirse por anticipado, lo que supone la pretermisión de etapas procesales, que incluso permite que la sentencia pueda proferirse en forma escrita como lo hizo el funcionario, máxime, cuando lo que se busca es la celeridad y la economía procesal, interpretación que se armoniza con un reciente pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia, recogido en la sentencia de tutela SC12137-2017, del 15 de agosto del 2017, con ponencia del Magistrado Luis Alonso Rico Puerta, en donde respecto de la sentencia anticipada, expuso de manera concluyente: 
“Por supuesto que la esencia del carácter anticipado de una resolución definitiva supone la pretermisión de fases procesales previas que de ordinario deberían cumplirse; no obstante, dicha situación está justificada en la realización de los principios de celeridad y economía que informan el fallo por adelantado en las excepcionales hipótesis que el legislador habilita dicha forma de definición de la litis.

De igual manera, cabe destacar que, aunque la esquemática preponderantemente oral del nuevo ordenamiento procesal civil, supone por regla general una sentencia dictada de viva voz, es evidente que tal pauta admite numerosas excepciones, de la que es buen ejemplo la presente, donde la causal para proveer de fondo por anticipado se configuró cuando la serie no ha superado su fase escritural y la convocatoria a audiencia resulta inane”.

6.1. Por consiguiente, aunque el artículo 278 del Código General del Proceso es claro y no admite interpretación, en cuanto que se puede dictar sentencia anticipada en cualquiera de las instancias, cuando el juez encuentre que no “…hubiere pruebas por practicar…”. sin embargo, esta causal que fue invocada por el a quo, no lo exime de proveer de fondo, sin sopesar el haz probatorio recopilado hasta ese momento en el proceso, por tal razón, para la sala es claro que la configuración de dicha causal debe ser el resultado del juicio valorativo de los medios de convicción, al pasar por el tamiz de apreciación del juez, quien deduce, en ejercicio de la función juzgadora, que el proceso ha alcanzado un estándar probatorio necesario y suficiente para dirimir el conflicto. 
6.2. En este orden de ideas, hay una gran incompatibilidad entre emitir un pronunciamiento adelantado que defina el litigio, con respaldo en la libre apreciación y valoración de las pruebas requeridas hasta ese momento y, de otro lado, en que el funcionario invoque erróneamente esa causal para definir una litis, absteniéndose de exteriorizar el juicio probatorio que lo llevó a ese convencimiento. 
Dicho en otras palabras, una cosa es prolongar innecesariamente el debate probatorio por hallar medios de convicción suficientes para decidir y, otra cosa, bien diferente, es aludir a esta causal, para cercenar el estudio de los medios probatorios que permitan enjuiciar la sentencia, de ahí que la Honorable Corte Suprema de Justicia haya indicado, respecto a esta causal que: “…los jueces tienen la obligación de, una vez advertido el no cumplimiento del debate probatorio o que de llevar este último a cabo resultaría inocuo, proferir el fallo sin adicionales trámites, en cabal cumplimiento de lo expuesto por los principios celeridad y economía procesal, que, en últimas, reclaman de la jurisdicción decisiones prontas, «con el menor número de actuaciones posibles y sin dilaciones injustificadas». De no ser así, sería someter cada causa a una prolongación absurda, completamente injustificada, en contra de los fundamentos sustanciales y procesales que acompañan los trámites judiciales…”
 
6.3. Y es que el artículo 29 de la Constitución Nacional es claro en definir que el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas y dentro de dicho concepto del debido proceso deberá estar necesariamente imbricado el deber que tienen los jueces de motivar las decisiones, deber con el cual se cumplen tres exigencias en la decisión judicial, cuales son la de no ser arbitraria, estar sometida a la ley y poder ser objeto de control, cuyo cumplimiento legitima por ahí mismo la decisión contenida en la sentencia y protegidos los derechos fundamentales del debido proceso y la tutela judicial efectiva.
La Corte Constitucional se ha pronunciado así sobre el deber de motivar las sentencias:
“… La actividad de dictar justicia, tarea encomendada a la administración de justicia, no supone la mecánica e irreflexiva aplicación de la norma al caso concreto. Por el contrario, exige del juez una labor hermenéutica que de sentido a la norma y, a partir de ello, considere la situación fáctica. Para la realización de este ejercicio hermenéutico, el juez ha de estar rodeado de algunas garantías, que corresponden a su independencia (pretensión de neutralidad y ausencia de inherencias horizontales –frente a las otras ramas del poder-) y autonomía (ausencia de inherencias verticales –libertad frente al superior), que han tenido consagración constitucional apropiada.

A la par de la necesidad de las garantías de independencia y autonomía judicial, que se resumen en que únicamente está sometido al imperio de la ley (C.P. art. 230), es decir, al derecho, debe observarse que tales garantías no constituyen fines en sí mismos, sino que fungen como medios para lograr fines superiores: “garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución” (C.P. art. 2). (…) La “efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución”, constituyen el parámetro de la actuación legítima de los poderes públicos. 

Así las cosas, resulta evidente que la labor de los jueces al interpretar el derecho para aplicarlo al caso concreto, si bien supone que sea realizada de manera autónoma, no puede convertirse en patente de corzo para aplicar cualquier interpretación posible. El sistema jurídico, en sus distintos niveles, impone restricciones a las interpretaciones posibles, de suerte que resulta relativamente sencillo distinguir entre las correctas y aquellas que no satisfacen dicho requerimiento. (CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-1031 del 27 de Septiembre del 2001).
7. Conforme lo anterior, se precisa que la respuesta apropiada para este caso al cual se ha aludido, es el decreto de la nulidad procesal, basada en una causal constitucional de falsa motivación, puesto que el artículo 29 de la Constitución Política exige la garantía del debido proceso, mismo que encierra el que toda decisión judicial debe ser motivada y esta lo fue en forma indebida, por lo que si el Tribunal asumiera el estudio del caso convirtiéndose en juez de instancia, se correría el riesgo de incurrir en una nueva causal de nulidad por la pretermisión íntegra de una instancia (art. 133 numeral 2° del C. G. del P.) en tal virtud, la función juzgadora que se reclama del funcionario, sólo es posible en el curso de la primera instancia, ya que, se itera, si se definiera el asunto en segunda instancia, se le vulneraría a las partes no sólo su derecho a un debido proceso, sino también su derecho de acceso a la administración de justicia, al cercenarse íntegramente una instancia.
Dicha nulidad procesal que es insubsanable por expresa disposición del artículo 136 in fine del Código General del Proceso, permite sanear el proceso y preservarlo para que, una vez repuesta la actuación anulada cumpla su finalidad constitucional de dirimir el conflicto.
De esta manera, y por las razones expuestas, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala Unitaria Civil de Decisión, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

III. RESUELVE:
PRIMERO: Decretar la NULIDAD de lo actuado a partir de la sentencia de primera instancia, incluyéndola, dictada por el señor Juez Primero Civil del Circuito de Medellín, dentro del presente proceso ejecutivo, de conformidad con las consideraciones en que está sustentada esta providencia.
Para rehacer la actuación viciada, el señor juez deberá pasar a dictar la sentencia que en derecho corresponda, resolviendo jurídicamente los argumentos que estructuran las excepciones planteadas por el curador ad litem de la parte demandada.
SEGUNDO: Por secretaría, devuélvase el expediente al juzgado de primera instancia para que, se reponga la actuación viciada.

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO

Magistrado
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